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El iuspositivismo en México:  
nacimiento, apogeo y decadencia

Andrés Alcalá Rodríguez24

Resumen
Este artículo propone una lectura crítica del iuspositivismo jurídico en 
México, sosteniendo que su pretendido carácter científico encubre una 
ontología técnica del Derecho. Desde la perspectiva de la Filosofía de la 
ciencia, en particular de la concepción heredada del Círculo de Viena, se 
demuestra que el iuspositivismo kelseniano no constituye una teoría cientí-
fica sino un modelo técnico de ingeniería normativa que organiza jerar-
quías, procedimientos y criterios de imputación, sin capacidad explicativa 
sobre la materialidad social del Derecho. En México, esta concepción se con-
solidó a través de la educación jurídica, los planes de estudio y el modelo del 
abogado como operador técnico, configurando una tradición iuspositivista 
propia vinculada al positivismo decimonónico y a la racionalidad neoliberal. 
A nivel político, el iuspositivismo funcionó como dispositivo ideológico de 
neutralización. El iuspositivismo legitimó las relaciones de poder y contuvo 
demandas sociales, reforzando una formación jurídica desprovista de crítica 
social. Frente a ello, este texto aboga por reintroducir epistemologías situa-
das y enfoques críticos —filosóficos, históricos y sociológicos— en la ense-
ñanza del Derecho, subordinando la técnica jurídica a fines emancipadores 
y democráticos. En síntesis, llama a recuperar la dimensión humanista del 
Derecho frente a su reducción tecnocrática y neoliberal.
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Abstract
The article offers a critical reading of legal positivism (iuspositivismo) in 
Mexico, arguing that its alleged scientific nature conceals a technical onto-
logy of law. From the perspective of the philosophy of science-particularly 
the “received view” of the Vienna Circle-it demonstrates that Kelsenian legal 
positivism does not constitute a scientific theory but rather a technical 
model of normative engineering that organizes hierarchies, procedures, 
and rules of imputation, lacking explanatory capacity regarding the social 
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materiality of law. In Mexico, this conception became consolidated through 
legal education, curricula, and the model of the lawyer as a technical opera-
tor, shaping a distinct national positivist tradition linked to nineteenth-cen-
tury positivism and neoliberal rationality. Politically, legal positivism operated 
as an ideological device of neutralization. Legal positivism legitimized power 
relations and contained social demands, reinforcing a legal education 
devoid of social critique. In response, this text calls for the reintroduction of 
situated epistemologies and critical approaches-philosophical, historical, 
and sociological-into legal education, subordinating juridical technique to 
emancipatory and democratic purposes. In sum, it urges the recovery of 
law’s humanistic dimension in the face of its technocratic and neoliberal 
reduction.

Keywords: legal positivism, juridical technique, legal education.

Introducción
En el debate jurídico mexicano contemporáneo, el positivismo jurídico suele pre-
sentarse como el paradigma científico por antonomasia. Bajo esta etiqueta, presu-
pone que la formalización lógico-normativa y la pureza metodológica bastan para 
conferir al Derecho un estatuto epistémico equiparable al de las ciencias empíri-
co-formales. El presente artículo cuestiona esa autocomprensión: sostiene que el 
iuspositivismo —particularmente en su versión kelseniana y sus recepciones— 
opera menos como teoría científica y más como modelo técnico de ingeniería nor-
mativa. La cientificidad que proclama es, antes bien, un dispositivo ideológico de 
neutralización que enmascara sus funciones políticas en la producción estatal de 
legalidad y en la gestión de conflictos distributivos. 

Al mismo tiempo, y con el objetivo de trabajar la línea iuspositivista, al analizar las 
recepciones de ese modelo en México se profundiza sobre sus influencias y se 
propone la existencia de una tradición iuspositivista propia.

Para desarrollar esta tesis, se sitúa al iuspositivismo en el horizonte de la Filosofía 
de la ciencia asociado a la llamada concepción heredada (Diez C. & Moulines, 1999), 
es decir, el clima neoempirista y lógico-formal que, desde el Círculo de Viena, con-
cibió la teoría como un cálculo axiomático interpretado empíricamente. Desde 
este encuadre, se precisan dos distinciones analíticas: (i) teoría como sistema de 
enunciados con pretensión explicativa y contrastación; y (ii) modelo como estruc-
tura derivada y operativa que instancia —sin agotar— una teoría. El argumento 
central es que el iuspositivismo, al reducir el Derecho a un sistema de normas con 
dinámicas de validez y coerción, se ubica en el plano del modelo-técnica (procedi-
mientos, jerarquías, criterios de imputación), no en el de una teoría con capacidad 
para dar cuenta de la materialidad social del fenómeno jurídico.

La crítica no es solamente terminológica. Contrastar el iuspositivismo con criterios 
mínimos de conocimiento científico —claridad, precisión, verificabilidad y sistema-
ticidad (Bunge, 1959)— revela su insuficiencia para aprehender el Derecho en sus 
prácticas, relaciones y efectos sociales. Aun su parte más objetiva (conductas 
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tipificadas) exhibe indeterminaciones semánticas y contextuales que impiden la 
verificación fuerte y la acumulación explicativa. En consecuencia, la pretendida 
ciencia jurídica se muestra como una técnica de producción, interpretación y apli-
cación de normas, eficaz para estabilizar expectativas, pero epistemológicamente 
incapaz de explicar las condiciones históricas que la hacen posible y los intereses 
que sirve.

Desde una lectura crítica latinoamericana —marcada por tradiciones marxistas y 
corrientes afines— esta tecnificación no es neutral. La reducción del Derecho a un 
procedimiento coactivo y una consistencia sistémica funcionó para despolitizar 
conflictos y legitimar arreglos estatales de dominación. En México, su hegemonía 
se consolidó vía dispositivos curriculares (planes de estudio, asignaturas troncales, 
manualística) y gramáticas institucionales que privilegiaron el rol del abogado 
como operador técnico por encima de la indagación histórico-social. Ello se enlaza, 
por un lado, con genealogías locales de positivismo decimonónico (Barreda, 
Limantour, Rabasa) y, por otro, con la recepción selectiva del proyecto kelseniano, 
a menudo leído como ciencia y no como una técnica normativa de alto 
rendimiento.

Este artículo persigue tres objetivos específicos. Primero: reconstruir genealógica-
mente la autocomprensión científica del iuspositivismo en el marco de la concep-
ción heredada, a la par de mostrar la tensión entre formalización y explicación 
social. Segundo, desmontar su carácter científico y la afirmación de ser una onto-
logía técnica del Derecho, incorporando la crítica a la autonomización de la técnica 
(De la Torre Rangel y De la Torre de Lara, 2016) y su función ideológica. Tercero, 
mapear la recepción mexicana del modelo, atendiendo a su papel en la formación 
jurídica y a su funcionalidad en el giro neoliberal, en tanto gramática de neutrali-
dad apta para reconfigurar pactos sociales y encauzar procesos de acumulación 
por despojo.

Metodológicamente, se articula un análisis teórico-crítico de fuentes filosófico-ju-
rídicas con una indagación histórica sobre la enseñanza del Derecho en México 
(planes, cátedras, manuales de amplia circulación) y su imbricación con proyectos 
estatales. No se pretende una historia exhaustiva, sino una cartografía analítica 
que ilumine los puntos de confluencia entre técnica jurídica, aparato estatal y 
estrategias de clase. La contribución reside en desplazar el foco de la pureza meto-
dológica a la materialidad político-ideológica del iuspositivismo, lo cual habilita 
una relectura del Derecho como práctica social contendida por relaciones de 
poder.

El texto se organiza así: la primera sección delimita categorías y periodiza el tras-
fondo epistemológico. La segunda muestra por qué el iuspositivismo kelseniano 
no cumple estándares de cientificidad y, en cambio, sí realiza funciones de técnica 
normativa. La tercera examina su recepción mexicana y sus efectos formativos e 
institucionales, resaltando la idea de la existencia de una idea iuspositivista propia. 
La cuarta discute su funcionalidad neoliberal en el país. Finalmente, las conclusio-
nes diagnostican y proponen una agenda para una jurisprudencia crítica: poner la 
técnica bajo control democrático, reintroducir epistemologías situadas en la 
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enseñanza, y recomponer el vínculo entre Derecho, necesidades históricas y poder 
constituyente de los pueblos.

El modelo iuspositivista
Una de las nociones menos comprendidas del positivismo jurídico es que, en su 
dimensión teórica, se comporta más como el modelo de una técnica que como 
una teoría. Esta perspectiva permite avanzar en dos propuestas para su compren-
sión: la primera, la negación de su carácter científico; y la segunda, la afirmación de 
que su ontología del Derecho se reduce a la mera técnica.

Para desarrollar este argumento, es necesario precisar el concepto de modelo tal 
como se entendía en los albores del iuspositivismo. Dicho análisis debe situarse en 
el marco de lo que en Filosofía de la ciencia se denomina el período de la concep-
ción heredada de las teorías. Nos referimos a la época de la Escuela de Viena, que 
se expondrá más adelante y que influyó decisivamente en la autocomprensión 
científica del positivismo jurídico.

La concepción heredada constituye la etapa más remota dentro de una trayecto-
ria evolutiva de la Filosofía de la ciencia, la cual se articula en tres grandes períodos. 
Esta trayectoria se inicia con el período clásico, que se extiende hasta finales de la 
década de 1960 y se caracteriza por la concepción heredada, un enfoque fuerte-
mente influenciado por el Círculo de Viena. Posteriormente, el período historicista, 
vigente hasta los años ochenta, introdujo un giro al centrar el análisis en las tradi-
ciones científicas. Finalmente, la etapa actual corresponde al “período semanti-
cista” (Díez Calzada, 1997). 

Aunque las diferencias entre estas tres concepciones no son el foco principal de 
este análisis, es indispensable situar los postulados del iuspositivismo en su con-
texto intelectual de origen: el período de la concepción heredada.

Para esta corriente, una teoría empírica se define como un cálculo axiomático 
interpretado empíricamente (Diez C. y Moulines, 1999). Esta perspectiva, surgida 
bajo la influencia del neoempirismo y consolidada por figuras como Carnap, 
Popper y Hempel, concibe las teorías como sistemas lógicos y formales. Dentro de 
este marco, un modelo no es la teoría en sí, sino una estructura secundaria; es un 
fragmento de la realidad estructurada que funciona como una instancia o realiza-
ción concreta de los axiomas de la teoría.

A partir de esta distinción, es posible observar el iuspositivismo como corriente 
desde dos ángulos distintos. En primer lugar, como un modelo que instancia una 
teoría jurídica específica; por ejemplo, la Teoría Pura del Derecho de Kelsen, dada 
su conexión contextual con la Escuela de Viena.

En segundo lugar, como una teoría en el sentido de la concepción heredada; es 
decir, como un conjunto de enunciados cuyas relaciones se basan en la dependen-
cia lógica y que, directa o indirectamente, se refieren a la realidad empírica (Diez C. 
& Moulines, 1999).
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Este análisis parte de una premisa fundamental: la conexión del iuspositivismo con 
la concepción heredada de la ciencia no es meramente temporal, sino profunda-
mente conceptual. Como corriente jurídica, el iuspositivismo fundamenta sus pos-
tulados en sistemas lógico-formales que buscan un anclaje en la realidad empírica, 
un esfuerzo que en Kelsen se manifiesta como la teoría del ser del Derecho.

La pertinencia de recurrir a la filosofía de la ciencia para examinar este vínculo 
radica en la superficialidad con que los modelos jurídicos a menudo abordan el 
concepto de ciencia. Se afirma que el Derecho es una ciencia, pero rara vez se 
ofrece un fundamento sólido sobre qué se entiende por ello, o se detallan los 
mecanismos mediante los cuales el Derecho adquiriría dicho carácter científico.

Adoptar esta perspectiva crítica es de vital importancia, especialmente al analizar 
las concepciones científicas de los teóricos del Siglo XX. Cuando autores como 
Kelsen, Bobbio o juristas contemporáneos hablan de ciencia jurídica, es plausible 
sostener que se refieren a nociones distintas de ciencia, dado que el significado de 
este término ha variado significativamente con el tiempo.

Esta aproximación es particularmente útil para analizar el iuspositivismo en México, 
donde frecuentemente se le concibe como una teoría de carácter científico. 
Sostenemos que esta visión es incorrecta y que, a su vez, evidencia una pretensión 
de superioridad epistemológica dentro del campo del Derecho.

Este trabajo postula que el pretendido carácter científico del Derecho es una afir-
mación fundamentalmente ideológica. No se basa en una demostración rigurosa, 
sino en la premisa de que el progreso se equipara con la cientificidad, lo que 
conduce al corolario de que un Derecho progresista debe ser, por definición, un 
Derecho científico.

Siguiendo la perspectiva de De la Torre Rangel (1988), se argumenta que la supuesta 
cientificidad del Derecho —con sus características de generalidad, abstracción e 
impersonalidad— ha funcionado en la práctica como un mecanismo para des-
mantelar las prácticas jurídicas y sociales de los pueblos y comunidades de América 
Latina. En última instancia, se trata de un despojo mediado por normas de derecho 
positivo.

Frente a esta crítica, se propone una distinción clave: el carácter científico del 
Derecho no reside en sus postulados teóricos, sino en su dimensión técnica. Es 
precisamente esta técnica —el método perfeccionado para la creación, interpreta-
ción y aplicación de normas que estructuran la sociedad— la que posee un carác-
ter genuinamente científico (De la Torre Rangel y De la Torre de Lara, 2016). Desde 
la perspectiva iuspositivista, la técnica no se limita a la esfera de la hermenéutica o 
la interpretación para la aplicación del Derecho, sino que se inscribe en su propia 
ontología. Esto se debe a que dicha corriente reduce el Derecho a su dimensión 
instrumental: una técnica de ingeniería social cuya esencia reside en su aplicación 
para la consecución de fines concretos.

Desde esta perspectiva, es más preciso concebir el Derecho, tal como lo piensa el 
iuspositivismo, como una técnica aplicada a los problemas de la realidad jurídica, 
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la cual a menudo reduce su ingeniería a la interpretación y aplicación del Derecho 
positivo. Por ello, una tarea analítica fundamental consiste en negar el carácter 
científico de esta postura, una conclusión que se sostiene con independencia de 
cualquier objeción ideológica o política a la cientificidad del Derecho.

Dicha negación se fundamenta en que ni su filosofía ni su método ofrecen carac-
terísticas que respalden su estatus como ciencia, especialmente cuando se le con-
trasta con los criterios del conocimiento científico. Este último, según lo establece 
Mario Bunge (1959), se distingue por atributos como la claridad, precisión, comuni-
cabilidad, verificabilidad y sistematicidad. El Derecho, por su naturaleza intrínseca, 
no se adecúa ni de cerca a estos criterios. 

Ni siquiera hablando de la parte más objetiva que pueden ser las conductas descri-
tas en las normas, podemos decir que estamos ante un sistema claro, preciso, 
comunicable, verificable y sistemático. Si luego pasamos al plano de la realidad 
material, el panorama es más desolador, dada su complejidad inherente, pues sus 
problemas son un desafío mayor de sistematización.

Por ese motivo y trasladando la reflexión al punto inicial, debemos sostener que el 
Derecho para el iuspositivismo se trata únicamente de una técnica en la medida 
en la que se ocupa únicamente de sus aspectos normativo-sistémicos —pasando 
de largo los problemas de relaciones—, de aquí la negación de su carácter cientí-
fico. De la Torre Rangel y De la Torre de Lara piensan esta misma crítica siguiendo 
a Jacques Ellul desde la filosofía personalista: 

El centro del pensamiento de Ellul es la crítica de la técnica moderna, que es guiada 
solo por criterios instrumentales […]. Estas ideas de Ellul las podemos aplicar al 
Derecho, a la hermenéutica jurídica, y al Estado. La técnica se ha erigido en el lugar de 
Dios en la sociedad económica. La tecnificación ha invadido todo; el mismo Derecho 
ha sido reducido a la técnica. El Derecho no se enseña, no se piensa y no se ejercita, en 
su sentido más profundo de servicio a las personas como respeto de sus derechos y 
cumplimiento de la justicia (De la Torre Rangel y De la Torre Lara, 2016).

El punto crítico de esta reflexión de la técnica, está dado por la modernidad, que 
tiene una forma concreta de producir y aplicar conocimientos ideologizados, las 
más de las veces orientados a un proyecto global de dominación, extractivismo y 
reordenamiento de los sentidos comunes, puesto que, como recuerda Gaos (2022), 
el punto crítico de la técnica ocurre cuando actúa en nuestra vida cotidiana. 

Puede hablarse de una “tecnificación” de nuestra vida que cuantitativa y cualitativa-
mente va hasta poderse hablar, también, de una “tecnocracia” en el sentido del 
imperio de la técnica sobre nuestra vida (Gaos, 2022).

Al trasladar esta reflexión a nuestro tema, es crucial destacar el contexto en el que 
Hans Kelsen desarrolló su obra. Durante su período más productivo, coincidente 
con la actividad del Círculo de Viena (Wiener Kreis), el modelo de ciencia domi-
nante era la concepción heredada. Bajo este paradigma, las teorías científicas eran 
vistas como el fundamento lógico de los postulados. 
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En el último siglo, la crítica al iuspositivismo se ha centrado predominantemente 
en esta dimensión teórica, prestando menos atención a su relevancia práctica en 
la vida común. El debate académico se ha enfocado en sus fuentes intelectuales 
—como el liberalismo decimonónico, el escepticismo ético y el positivismo cientí-
fico—. Sin embargo, se sostiene que su dimensión política y sus implicaciones con-
cretas han sido sistemáticamente subestimadas. 

Probablemente, este sesgo analítico puede atribuirse a la eficacia ideológica del 
propio modelo, sustentada en una pregonada —y falsa— pureza metodológica 
que oculta su función política. En su aplicación práctica, el iuspositivismo opera 
como un instrumento técnico ciego a sus consecuencias, similar a una pistola uti-
lizada con los ojos vendados. Sus efectos, lejos de ser neutrales, refuerzan un pro-
yecto con intereses concretos de clase y dominación.

Para fundamentar esta tesis, es necesario analizar ambas dimensiones. En primer 
lugar, abordaré la concepción semántica para, posteriormente, exponer por qué el 
iuspositivismo debe ser comprendido más como un modelo con severos impactos 
ideológico-políticos que como una teoría del Derecho. 

Si bien existen múltiples corrientes iuspositivistas, el proyecto más influyente en su 
fase contemporánea es sin duda la llamada escuela vienesa de la teoría del 
Derecho, liderada por Hans Kelsen. Para el jurista checo, la noción de Derecho se 
fundamenta en “una construcción racionalista que echa mano del concepto posi-
tivo de ciencia” (De la Torre Rangel, 2006, p. 45), concepción que recibe una notoria 
influencia de los intelectuales del positivismo lógico del círculo de Viena. 

Para la escuela de Viena (Wiener Kreis), defensora del empirismo lógico, existían 
dos teoremas fundamentales. El primero, en términos gnoseológicos, postula que 
el conocimiento solo se puede obtener de la experiencia. El segundo, en términos 
de significado, postula que el significado de una proposición es el método para su 
verificación. De aquí que Rainer Hegselmann extraiga tres consecuencias trascen-
dentes que forman el programa de esta escuela (Stadler, 2013):

1)	 La metafísica de la filosofía tradicional no tiene sentido. 

2)	 Luego, es necesaria una filosofía de la ciencia postulada en términos 
de la lógica científica. 

3)	 Debe construirse al mismo tiempo una ciencia unificada al paradigma 
positivo del empirismo lógico.

Lo cual, derivado de una tradición antiidealista —eminentemente anti-kantiana y 
anti-hegeliana— logra el desarrollo de una teoría del conocimiento en sentido 
objetivista que propone verdades y proposiciones independientes de nuestra con-
ciencia (Stadler, 2013). 
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El historiador que hemos venido citando acá delinea a Ernst Mach como el filósofo 
más influyente del círculo que promovió el paradigma antimetafísico positivista. 
De acuerdo con Mach, el defensor de la educación pública de Austria,

La tarea de la ciencia solo puede ser: 1. La determinación de las leyes de las conexiones 
existentes entre las representaciones; 2. El descubrimiento de las leyes de conexión de 
las sensaciones (física); 3. La explicación de las leyes de conexión entre las sensaciones 
y las representaciones (psicofísica) (Mach, 1872 en Stadler, 2013).

El empirismo lógico surgió de la confluencia entre un nuevo enfoque del razona-
miento y la concepción del carácter no científico de la filosofía, generando impac-
tos significativos en la sociedad austriaca, tanto en la educación como en el 
gobierno. Este movimiento se desarrolló en un ambiente de gran efervescencia 
intelectual, caracterizado por corrientes humanistas orientadas hacia el progreso. 
Sus proponentes concebían el mundo de manera racional y se definían como anti-
metafísicos, anticlericales e ilustrados (Stadler, 2013). 

En este ecosistema de librepensadores se insertaba la figura de Hans Kelsen. Si 
bien pertenecía a un reducido grupo de miembros del movimiento de ciencia uni-
ficada que, junto a Jellinek, no abandonaron el kantismo, Kelsen participó activa-
mente en iniciativas de reforma social. Un ejemplo fue su colaboración en el masivo 
Curso de Moral de la Vida (Sittlicher Lebenskundeunterricht), que abogaba por una 
reforma al Derecho familiar para legalizar las uniones conyugales libres (Dispensehe) 
(Stadler, 2013).

Influido por este ambiente intelectual y por el afán de liberar a la filosofía de la 
metafísica, Kelsen propuso estudiar el Derecho desde el ser (Sein) y no desde el 
deber ser (Sollen). Esta aproximación lo vincula directamente con el empirismo, 
llevándolo a concebir el Derecho únicamente como Derecho positivo, el cual se 
describe como un sistema de normas jerarquizadas.

Paradójicamente, esta misma conexión con el Círculo de Viena y el clima intelec-
tual de la época, permeado por el empirismo lógico, puede ser considerada una de 
las mayores tensiones en su obra. De hecho, incluso en la traducción mexicana de 
la segunda edición alemana de la Teoría pura del Derecho, en la que se incluye el 
análisis sobre Derecho y ciencia, en Kelsen aun parece existir la tensión confusa 
entre filosofía y ciencia, un punto que ha sido objeto de considerable debate crítico.

Una influencia notable de esta escuela en Kelsen es su concepción de una ciencia 
del Derecho. Para él, el objeto de esta ciencia son las normas jurídicas y la conducta 
humana, pero solo en la medida en que dicha conducta esté determinada en una 
norma como su condición o efecto. En otras palabras, se trata de una ciencia que 
aborda la conducta humana únicamente como un elemento del contenido de la 
propia norma.

Desde tal perspectiva, para Kelsen la ciencia se articula en dos teorías complemen-
tarias que distingue como estática y dinámica. Según Kelsen (1979), la teoría está-
tica tiene por objeto el Derecho como un sistema de normas válidas, mientras que 
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la teoría dinámica se enfoca en el proceso jurídico mediante el cual el Derecho se 
produce y se aplica.

Kelsen denomina ciencia jurídica al análisis de la actividad política que produce y 
aplica el Derecho. Dentro de esta ciencia, las teorías estática y dinámica actúan 
como los pilares que sostienen el corpus científico. Este enfoque representa una 
forma ilustrada de comprender las relaciones jurídicas, en un intento por sintetizar 
postulados kantianos con los del Círculo de Viena (Wiener Kreis, o WK) sobre la 
ciencia.

Al distinguir entre ciencias causales (como las ciencias naturales) y ciencias nor-
mativas, Kelsen establece una diferencia fundamental basada en el objeto de 
estudio. Las ciencias naturales se ocupan de fenómenos regidos por el principio de 
causalidad (por ejemplo, si un metal se calienta, se dilata). En contraste, la ciencia 
normativa se ocupa de las relaciones de imputación que se generan a partir de la 
norma, analizadas a través de las teorías estática y dinámica. 

Luego, al negar la posibilidad de toda metafísica, el Derecho queda reducido a la 
suma de un conjunto de normas; es decir, se concibe, a lo sumo, como un sistema 
normativo y de ahí que la ciencia jurídica se ocupe de descifrar las relaciones de 
ese sistema. 

Esta postura buscaba una ruptura explícita con el iusnaturalismo europeo, el cual 
identificaba enunciados jurídicos en mandatos divinos o en posiciones de autori-
dad legitimadas por su relación con la divinidad. Kelsen contrasta su postura con 
aquélla, cuando señala

En el marco de una concepción científica del mundo, en cambio, dentro de la cual 
solo puede darse una doctrina positivista del Derecho, es necesario mantener con 
todo rigor la diferencia entre ley natural y enunciado jurídico (Kelsen, 1979).

Kelsen propone un modelo de Derecho fundamentado en el cientificismo, conci-
biéndolo como una ciencia bajo el presupuesto de pureza —de herencia kan-
tiana—, lo que excluye todo voluntarismo. En este esquema, el Derecho es un 
conocimiento derivado de la ciencia normativa, cuyo carácter es más instrumental 
que ontológico, pues las teorías legales se enfocan en la forma de las normas y no 
en su efectividad social. 

La biografía profesional de Kelsen permite contextualizar su búsqueda de la for-
malidad textual y su visión cientificista del mundo. A petición del socialdemócrata 
Karl Renner, Kelsen fue el artífice de la Constitución de Viena de 1920. Este trabajo 
se desarrolló en un momento de alta tensión política, en el que la asamblea cons-
tituyente, instalada tras la revolución, era vista como la vía para conciliar las distin-
tas visiones de la república. Un ejemplo de las dificultades que enfrentó la 
asamblea, relatado por Otto Bauer en The Austrian Revolution, fue la necesidad de 
promulgar un texto constitucional que fuera efectivo para regiones con diferentes 
idiomas (Bauer, n.d.). Buscar formalidad por encima de contenido no era una solu-
ción caprichosa sino más bien una solución práctica y sólida para la incipiente 
república. 
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De ahí que el ambiente neorrenacentista, por así decirlo, fuera una influencia 
esencial en el pensamiento jurídico del ilustre filósofo. Más adelante, posterior al 
exilio estadounidense, así como los acontecimientos de la segunda gran guerra, 
Kelsen hará una profunda corrección a la teoría pura, variando la manera en la que 
percibía la finalidad del Derecho; no obstante, permanece su concepción cientifi-
cista. De cualquier manera, como se ha dicho hasta ahora, el pensamiento de 
Kelsen solo puede ser explicado por esa influencia, sin que pueda acusarse a la 
Escuela de Jurisprudencia de Viena kelseniana de ser una seguidora del círculo de 
Viena. 

Según el historiador Stadler (Stadler, 2013), el círculo de Viena era un espacio 
cerrado al que solo se podía acceder por invitación, tanto a sus reuniones de café 
como a sus seminarios. Karl Popper tuvo conocimiento de Kelsen únicamente por 
la influencia de uno de los asistentes de Kelsen, quien los presentó, más no porque 
hubiera una relación directa. En palabras del propio Kelsen, 

no pertenecí al grupo llamado “círculo de Viena”, en estricto sentido. Tengo contacto 
personal con este dada mi relación con el Profesor Schilick y el Dr. Otto Neurath. 

Lo que me conectó al círculo —sin que este me influenciara— fue su impulso antime-
tafísico. Desde el principio rechacé la filosofía moral de este círculo, tal como está 
formulada en los ensayos de ética de Schlick. Sin embargo, los escritos de Philipp 
Frank y Hans Reichenbach sobre la causalidad sí influyeron en mi punto de vista sobre 
este tema [traducción propia] (Jabloner, 1998).

En ese sentido, puede decirse que el trabajo de Kelsen, así como de los profesores 
del círculo de Viena, se conectaba por un halo de reformismo inspirado en los 
acontecimientos de la revolución previa, más que por una influencia directa en el 
empirismo de la WK. De hecho, como refiere el propio Jabloner (1998), el Dr. 
Neurath hace constantes reflexiones sobre la obra de Kelsen en relación con su 
idealismo neokantiano. 

Cuando determinados problemas de corte teórico-legal dejan de ser tratados como 
problemas de ‘Derecho divino’ o de ‘Derecho natural’ para serlo como problemas rela-
cionados con la consistencia de ciertos enunciados, estamos en camino hacia el 
empirismo lógico. Pero, ¿por qué deberíamos comenzar tal discusión con especula-
ciones sobre la categoría del ‘ser’ y el ‘deber ser’?» [traducción propia] (Jabloner, 1998).

Una conexión todavía más inesperada en el trabajo de Kelsen es la que mantuvo 
con Sigmund Freud y su círculo de estudio. De hecho, asistió a las reuniones sema-
nales del profesor, teniendo la posibilidad de incluso participar como ponente de 
su círculo de estudios exponiendo sobre el Estado y la psicología de masas de 
Freud (Jabloner, 1998). Quizá los intentos por crear un paralelismo entre los estu-
dios de psicoanálisis y la teoría del Estado sea uno de los aspectos menos conoci-
dos del autor praguense. De este cruce teórico se enfatiza la noción kelseniana 
sobre la ciencia como muestra objetiva de progreso en el conocimiento. En sus 
propias palabras,
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Desde el punto de vista de una crítica del conocimiento, es particularmente impor-
tante derrocar el método teológico en las ciencias mentales, y especialmente en las 
ciencias sociales —acabar con el sistema dualista. Y el análisis psicológico de Freud ha 
prestado un inestimable servicio preparatorio precisamente en esta dirección, al des-
componer con la mayor eficacia en sus elementos psicológicos individuales las hipos-
tatizaciones de Dios, la sociedad y el Estado, dotadas como están de toda la magia de 
su terminología secular [traducción propia] (Kelsen, 1924).

Independientemente de la crítica que Kelsen dirige al sociólogo Émile Durkheim 
—y, en general, a las ciencias causales, que ven los hechos como cosas—, en su 
obra subyace un espíritu reformista e ilustrado que a menudo es soslayado tanto 
por los críticos como por los defensores de su escuela jurídica. En este sentido, los 
preceptos de su teoría se aproximan a los principios del empirismo lógico más de 
lo que se suele admitir. Esto se evidencia en que el análisis de la conducta humana 
solo es pertinente para su reflexión en la medida en que esta figura como conte-
nido de la norma, ya sea como la condición que activa su supuesto o como el acto 
que propicia su aplicación. Asimismo, el Estado únicamente es pertinente, para 
Kelsen, en la medida en que es el presupuesto de posibilidad de la norma jurídica, 
que considera como superior a todo orden psicológico o moral (Kelsen, 1924). 

La influencia de este autor resulta de vital trascendencia para comprender el 
modelo iuspositivista, o bien, como dijimos antes, su concepción semántica. De su 
difusión se ha entendido al Derecho desde una construcción racionalista que trata 
de dibujarlo como una ciencia jurídica objetiva y libre de influencias extrajurídicas, 
basada en la noción positivista de ciencia; de ahí que trate de pensar al Derecho 
como teoría. 

El modelo iuspositivista hereda de Kelsen sus características más notables, las 
cuales funcionaron en su época como una herramienta indispensable para con-
cretar proyectos políticos específicos. Las ideas principales que se desprenden de 
su teoría comprenden tanto el fundamento epistemológico y metodológico como 
la concepción normativa científica del Derecho. 

El fundamento epistemológico del modelo kelseniano reside en un cientificismo 
basado en el presupuesto de pureza de herencia kantiana, cuyo fin es excluir toda 
voluntad externa al sistema jurídico. Esta premisa epistemológica se conecta direc-
tamente con su metodología: la (idea de) pureza exige que la ciencia jurídica se 
enfoque en erradicar el método teológico de las ciencias sociales y en disolver las 
hipóstasis conceptuales de Dios, sociedad y Estado.

Como vimos antes, el modelo que Kelsen imagina como una teoría pura tiene su 
influencia principal en los intelectuales del WK, de corte positivista lógico. De ahí 
que comparta con ese grupo el impulso antimetafísico y, por tanto, el postulado 
central de la negación de toda metafísica, propuesta inserta en un ambiente inte-
lectual que se definía “anticlerical” e “ilustrado”. Por ello llega a la conclusión de 
que el Derecho es puro si se le estudia desde el ser y no desde el deber ser, aunque 
su modelo se trate fundamentalmente sobre el deber ser de las normas como 
impulso y razón de ser de la conducta humana. Esta aproximación lo vincula con el 
empirismo.
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El modelo de Kelsen busca romper de forma explícita con el iusnaturalismo 
europeo y descarta todas las doctrinas del Derecho natural señalando que es nece-
sario mantener con todo rigor la diferencia entre ley natural y lo que denomina 
enunciado jurídico dentro de una concepción científica del mundo. Ese corte de 
realidad, científica y antinatural, delinea al modelo de Derecho positivo como 
sistema del deber ser y, por tanto, se establece la propuesta del Derecho positivo 
únicamente como el sistema de normas realizadas en el espacio del Estado, donde 
ocurre una verificación de actuación de ese sistema. Se trata de un modelo que no 
piensa en sí mismo. Solo se aplica, instrumentalmente, a la conducta humana que 
le incide y que busca su efectividad por medio de sus efectos. 

Otro elemento central del modelo iuspositivista descrito es su concepción de la 
conducta humana. Esta teoría postula que la conducta se orienta principalmente 
por efecto de la coerción implícita en el propio Derecho. Así, el Derecho es coerci-
tivo no porque actúe sobre la psique del sujeto, sino porque impone consecuen-
cias externas y objetivas en un contexto social específico. En síntesis, este modelo 
concibe la norma y la conducta como elementos interrelacionados que se materia-
lizan en el sujeto a través de la coerción. El sujeto es entendido como el centro de 
imputación de la norma, y la coerción funciona como el nexo que vincula el 
mandato jurídico con la persona.

El objeto central del modelo es la norma jurídica. La relación con la conducta 
humana es secundaria y se circunscribe al ámbito de la aplicación de dicha norma. 
Si una conducta no está determinada o contemplada en el supuesto normativo, 
carece de relevancia para el modelo; es decir, solo adquiere importancia si figura 
como condición o efecto de una norma. Al ser un modelo que concibe el Derecho 
como una ciencia cuyo objeto es la norma en relación con la conducta, utiliza esta 
premisa para distinguirse de las “ciencias causales”. La diferencia radica en que, a 
menudo, otras disciplinas tratan los hechos jurídicos como “cosas” (esto es la reifi-
cación), mientras que la ciencia normativa kelseniana los analiza en las relaciones 
de imputación que se generan a partir de la propia norma.

En cuanto a la relación entre Estado y Derecho, el modelo kelseniano tiene cierta 
influencia freudiana. Para Kelsen, el Estado es la condición de posibilidad de la 
norma jurídica, ya que fuera de su marco la coerción no puede ser ni jurídica ni 
legítima. En este sentido, el Estado se convierte en una entidad hipostasiada que, 
en términos freudianos, opera de manera análoga a una deidad que centraliza y 
monopoliza la fuerza (Kelsen, 1924). De esta concepción se deriva la creencia kelse-
niana en la potencia del Estado como una entidad autónoma y como el único fun-
damento de validez de la norma jurídica. Esta idea constituye, en esencia, una 
contracción del principio de pureza para explicar al Estado como el origen último 
del Derecho.

Por otro lado, es preciso reconocer la existencia de otras escuelas de corte positi-
vista que impactaron en el desarrollo de este modelo. De la Torre (2006) identifica, 
por ejemplo, corrientes voluntaristas —como la escuela francesa de la exégesis y la 
jurisprudencia analítica inglesa— y el sociologismo jurídico —que abarca desde la 
escuela histórica del Derecho hasta ciertas vertientes del marxismo—. Sin embargo, 
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aunque se reconoce esta diversidad, el presente análisis se centra deliberada-
mente en la escuela kelseniana, dada su importancia capital para el argumento 
que aquí se desarrolla.

Ahora bien, es crucial analizar la dimensión política del iuspositivismo. A pesar de 
ser concebido como una herramienta neutral, su aplicación revela una función 
política ineludible. Quizá el aspecto menos explorado de este modelo es su intrín-
seca relación con el poder, un vínculo que remite a sus propios orígenes. Como 
explica De la Torre Rangel (2006), el iuspositivismo nació como una corriente de 
pensamiento en directa oposición al iusnaturalismo, marcando desde su inicio una 
postura política fundamental.

El positivismo se planteó como una solución a la subjetividad en la aplicación del 
Derecho, privilegiando para ello un razonamiento de carácter lógico-formal por 
encima del axiológico. Sin embargo, esta lógica formalista presenta una tensión 
fundamental, pues su rigor puede entrar en conflicto con la finalidad última del 
Derecho: la oportunidad de encontrar justicia en una controversia concreta.

Desde la perspectiva de este trabajo, el modelo iuspositivista, más que ser cientí-
fico, es epistemológicamente ingenuo. Su ingenuidad reside en la premisa de un 
legislador que actúa como un científico social, con una mirada objetiva sobre la 
sociedad que representa y con la capacidad de legislar mediante un método pre-
tendidamente racional y neutral.

Esta concepción, sin embargo, contrasta con la realidad empírica, donde el legisla-
dor representa, en mayor medida, intereses de poder. Su actuación, lejos de 
atender a necesidades de justicia, responde a las dinámicas de la burguesía local y 
transnacional. Esta crítica se formula desde el contexto concreto de México25, pero 
es extensible a la historia política de los pueblos de América Latina durante el 
último siglo.

La crítica, por tanto, se dirige al positivismo jurídico como un hecho fundamental, 
pues la propia formulación de la norma postula una neutralidad epistémica que 
resulta inexistente e imposible en la práctica. 

Este trabajo se pregunta por la influencia que el iuspositivismo europeo ha tenido 
en México, así como por su recepción y difusión desde espacios de pensamiento 
influyentes como la universidad pública. La pertinencia de esta indagación surge 
de la constatación de que, en la coyuntura histórica y política actual, las fórmulas 
heredadas de esa tradición ya no responden a las utopías y esperanzas del 

25	Esta precisión es necesaria dado el contexto de este artículo, cuyo objetivo es articular una visión 
que eluda el uso ideológico del Derecho y sus teorías como herramientas de dominación. 

	 Se sostiene que el Derecho, independientemente de su filiación —sea iuspositivista o iusnatura-
lista—, no escapa a esta instrumentalización, la cual se manifiesta como una constante en con-
textos de desigualdad. Un ejemplo ilustrativo se encuentra en el testimonio del profesor José 
Delgado Pinto, quien narra cómo, durante el régimen franquista, la adhesión al iusnaturalismo 
se convirtió prácticamente en un requisito para el acceso a las cátedras universitarias en la 
Universidad de Salamanca (Rodilla, 2002). Lo describe, incluso, como una hegemonía ideológica, 
impuesta por el bando vencedor de la posguerra.
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presente. Esto exige, por tanto, indagar en la historia reciente para encontrar las 
causas de este fracaso.

En cuanto a la dimensión política en que se usa el iuspositivismo, una de las deudas 
pendientes en el análisis es la necesidad de examinar su utilización como parte del 
proyecto de Estado-nación a lo largo del Siglo XX. Su participación es relevante 
puesto que el proyecto de Estado creció homologado con un proyecto de Derecho, 
el cual funciona como posibilidad de realización de la política en un plano de legi-
timidad. Esta instrumentalización del Derecho nos obliga a indagar sobre qué pro-
cesos de acumulación facilitó el pensamiento jurídico positivista y en qué medida 
fue utilizado como un pretexto para frenar procesos de redistribución del exce-
dente. Es imperativo cuestionar, además, qué tipo de políticas fueron creadas bajo 
el amparo de un positivismo ciego a las realidades subalternas.

El iuspositivismo en México
El análisis del auge del positivismo jurídico en México puede emprenderse desde 
diversos enfoques. Una perspectiva relevante es la formación jurídica —entendida 
como la educación universitaria en las facultades de Derecho—. Este enfoque 
permite trazar una línea de análisis desde los planes de estudio y las cátedras que, 
a comienzos del Siglo XX, buscaban preservar el ímpetu “modernista” impulsado 
—por ejemplo, desde la Escuela Nacional Preparatoria—. Este abordaje implica 
incursionar en aspectos poco estudiados actualmente, como la historia de las uni-
versidades autónomas en su rol de forjadoras de los profesionistas del Siglo XX y la 
evolución curricular de la disciplina jurídica.

Un antecedente fundamental, como recuerda Leopoldo Zea (1968), fue la educa-
ción positivista impulsada por Gabino Barreda en el Siglo XIX. Barreda introdujo el 
positivismo como el fundamento intelectual de la reforma liberal del presidente 
Juárez, con cierta particularidad en su vehículo principal: la Escuela Nacional 
Preparatoria (ENP). Así por ejemplo, en la Ley Orgánica de la Instrucción Pública en 
el Distrito Federal de 1867, que crea a la ENP, se menciona como uno de los ramos 
a cursar el de ‘Ideología’ que básicamente trataba de enseñar el positivismo cien-
tífico comtiano como filosofía (Ministerio de Justicia e Instrucción Pública, 1867).

Esta línea fue continuada tiempo después por su hijo, Horacio Barreda, quien, sig-
nificativamente, fue un opositor de la (re)fundación de la UNAM y del proyecto de 
Justo Sierra hacia 1910. 

Paralelamente, ya entrado el Siglo XX, surgieron importantes núcleos de resisten-
cia intelectual, como el Ateneo de la Juventud, que contaba entre sus fundadores 
a figuras como Alfonso Reyes (entonces estudiante de Jurisprudencia) y Antonio 
Caso. Este grupo se oponía al impulso de círculos “pretendidamente científicos”, 
como la propia Escuela Nacional Preparatoria o la Escuela de Altos Estudios del 
grupo de Sierra, a los que consideraban cooptados por intereses político-partidis-
tas (Pérez Tamayo, 2005). Esta tensión tuvo un desenlace claro: tras la Decena 
Trágica, la Escuela de Altos Estudios fue transformada en la Escuela de Humanidades 
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(de carácter gratuito y popular). Este cambio no fue meramente administrativo: 
representó una victoria de la resistencia al positivismo filosófico, dando paso a una 
institución dedicada al rescate de las humanidades y la cultura nacional. 

El ambiente intelectual del momento estaba imbuido de una atmósfera que puede 
calificarse de cientificista, en la que figuras influyentes, como el grupo de José Yves 
Limantour, adoptaban una postura de superioridad basada en el positivismo com-
tiano como mecanismo de subordinación social.

Paralelamente, los abogados identificados como liberales mantenían una fuerte 
conexión con las teorías positivistas decimonónicas, afinidad que fue instrumenta-
lizada para articular la justificación jurídica de la dictadura porfiriana. Un ejemplo 
paradigmático es Emilio Rabasa, abogado y político cercano al régimen, conside-
rado un prominente constitucionalista mexicano. En su obra La constitución y la 
dictadura (Rabasa, 1912), argumenta que la Constitución debía ser un instrumento 
de gobierno eficaz y no un mero texto moral o revolucionario. En dicho ensayo, 
critica la Constitución de 1857 y sostiene que la realidad mexicana exigía una auto-
ridad fuerte y centralizada, capaz de asegurar el orden por encima de la libertad 
formal.

La Constitución, en lo que tiene de mala y de impracticable, obedeció a errores del 
pasado que ya estaban demostrados y desechados en 1857; porque se fundó en teorías 
del Siglo XVIII, cuando ya la ciencia en general seguía las concepciones positivas, y 
cuando la del gobierno buscaba sus fundamentos en la observación y la experiencia. 
Los principios fundamentales de que nuestra organización constitucional emana, son 
dos: la infalibilidad incorruptible de la voluntad del pueblo, siempre recta y dirigida al 
bien público; la representación única, igualmente incorruptible e inmaculada de 
aquella voluntad, en la asamblea legislativa. Estos dos principios tienen siglo y medio 
de haber estado en boga, y más de media centuria de desprestigio absoluto. Una 
Constitución que se funda en ellos, es una ley lastimosamente atrasada (Rabasa, 1912).

En este punto, es pertinente aclarar las diferencias entre positivistas y liberales, 
posturas que en el ámbito jurídico terminarían convergiendo años después.

Como sostiene Zea, ambos proyectos defienden los intereses de la clase burguesa 
propietaria y ambos sostienen la limitación del Estado frente a la propiedad privada 
—tomando a Barreda y Rabasa como ejemplos respectivos de cada corriente—. No 
obstante, la diferencia esencial reside en el concepto de libertad individual frente 
al Estado; esto es, en la concepción de los derechos oponibles al cuerpo colectivo.

Si tomamos a Barreda como ejemplo de positivismo de esa época, los derechos

del hombre pueden reducirse al que todo hombre tiene de “vivir y procurarse su desa-
rrollo y bienestar”. Frente a la tesis de los liberales, que, por ejemplo, consideran al 
hombre como un individuo con derecho a hacer lo que quiera, Barreda opone la tesis 
de que “los derechos de la sociedad están por encima de los derechos del hombre”. 
Los derechos de esta sociedad se reducen al bienestar de todos sus miembros (Zea, 
1968).
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A pesar de estas profundas diferencias, y siguiendo a Zea, el positivismo estaba 
destinado a servir a la clase política en el poder. La filosofía positivista debía, por 
tanto, instrumentalizarse como un arma política. Este fue el caso de las disputas de 
la época, en las cuales participaron juristas como el ya mencionado Rabasa.

Un evento de gran relevancia que contribuyó al ambiente científico del momento 
fue la celebración del Primer congreso científico mexicano en 1912, organizado por 
la Sociedad Científica “Antonio Alzate”. Dicho congreso incluyó un espacio de sobre 
Derecho y administración dentro de la sección de Sociología. La conferencia inau-
gural contó con la asistencia del recién electo presidente Francisco I. Madero, como 
muestra de su compromiso con la transformación del país. El evento reunió a 229 
participantes, de los cuales 19 eran abogados (Serrano Juárez, 2024).

Este evento evidencia una transformación cultural e intelectual en la vida pública, 
en parte impulsada por el gobierno recién electo. Dicho impulso se materializó 
mediante una subvención de la Secretaría de Instrucción Pública y Bellas Artes 
para costear el congreso y la impresión de sus memorias (Serrano Juárez, 2024).

Aunque la duración de este nuevo gobierno fue breve debido al golpe de Estado, el 
ambiente revolucionario gestaba simultáneamente un profundo cambio en la 
concepción del desarrollo científico, pese a los embates de las rencillas políticas. 
Un ejemplo de estas tensiones ocurrió en 1913: Nemesio García, miembro del 
Ateneo de la Juventud y entonces Secretario de Instrucción Pública, eliminó los 
rastros de positivismo de los planes de estudio. Como reacción, Agustín Aragón y el 
filósofo Horacio Barreda (quienes previamente se habían opuesto a la refundación 
de la Universidad impulsada por Sierra) presentaron una iniciativa para suprimir la 
Universidad y la Escuela de Altos Estudios, argumentando que dichos recursos 
debían destinarse a otros fines (Pérez Tamayo, 2005).

En la enseñanza del Derecho, los dilemas curriculares no fueron menores. Existía 
ya una tradición de enseñanza jurídica, si bien esta se encontraba imbricada con el 
quehacer de otras disciplinas. El antecedente más inmediato es la Escuela Nacional 
de Jurisprudencia (ENJ), creada por la Ley Orgánica de la Instrucción Pública en el 
Distrito Federal de 1867. Dicho decreto contemplaba los siguientes ramos como 
parte del plan de estudios:

En esta escuela se enseñarán los ramos siguientes: Derecho natural, idem romano, 
idem patrio, civil y penal, idem eclesiástico, idem constitucional y administrativo, id. de 
gente e internacional y marítimo, principios de legislación civil, penal y económi-
co-política, procedimientos civiles y criminales, legislación comparada, sobre todo en 
el derecho mercantil, en el penal y en régimen hipotecario. (Ministerio de Justicia e 
Instrucción Pública, 1867, artículo 9).

Inicialmente, la organización de la ENJ replicó las cátedras existentes en el Colegio 
de San Ildefonso y tuvo como misión principal erradicar de los estudios jurídicos los 
resabios del Derecho español, así como impulsar la creación de nuevos ordena-
mientos (Guerrero, 2015).
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Para 1907, derivado del Laudo de Porfirio Díaz, diversos positivistas con experiencia 
en el diseño curricular —como Justo Sierra, Miguel Macedo y Jacinto Pallares— 
asumieron la dirección de la educación jurídica con el fin de transformarla en un 
campo de alta especialización. Se incorporaron entonces materias como sociolo-
gía, criminología, historia y economía política, además de la novedosa distinción 
entre Derecho constitucional y Derecho administrativo; estas asignaturas se 
sumaron a los cursos clásicos de las ramas civil, penal, mercantil y procesal.

La visión de Sierra era transformar la enseñanza del Derecho: pasar de la formación 
de litigantes a la de científicos que desarrollaran las ciencias jurídicas (Guerrero, 
2015). De esta concepción se desprende el impulso positivista promovido por 
Macedo y Pallares.

Siguiendo esta línea de investigación, el papel de la Universidad Nacional Autónoma 
de México (UNAM) en dicho periodo es central. La hegemonía de las ideas, sin 
embargo, no emanaba exclusivamente de la institución refundada por Justo Sierra 
en 1910; las tendencias intelectuales dominantes estaban condicionadas tanto por 
antecedentes clave como por los acontecimientos sociales y políticos que iban 
sucediendo. En consecuencia, el plan de estudios evolucionó en sintonía con dicho 
contexto para incorporar materias afines al proyecto nacional revolucionario.

En 1925, la ENJ se transformó en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la 
UNAM. Entonces el diseño curricular se estructuró en cuatro enfoques: juez y 
actuario, secretario de sociedades, trabajador social, y organizador y funcionario de 
cooperativas. Esta configuración representaba una hibridación entre la dogmática 
jurídica y los objetivos concretos de las ciencias sociales (Guerrero, 2015). 

No solo la UNAM destacó en aquel momento como una de las instituciones pione-
ras en la consagración del Derecho como disciplina universitaria. Para inicios del 
Siglo XX, y derivado de los hechos convulsos suscitados en la propia ENJ por la 
designación de Luis Cabrera como director, aparece la Escuela Libre de Derecho 
(ELD) en 1912 con la finalidad de enseñar “ciencias jurídicas” de forma libre, es decir, 
fuera del Estado (Garciadiego, 2016). 

Como se ha expuesto, el iuspositivismo impartido en las escuelas de Derecho no 
parece ser una tendencia desarrollada autónomamente desde la disciplina jurí-
dica. Se trata, en gran medida, de una ideología influenciada por las ciencias socia-
les de corte comtiano. Es posible afirmar que el legado más significativo de esta 
corriente es el positivismo de la Escuela Nacional de Jurisprudencia del Siglo XX, 
cuya influencia perdura hasta nuestros días.

Los planes de estudio en esta fase tenían al menos un propósito identificable que 
servía a los fines del positivismo: concebir al abogado como un instrumento técnico 
para la solución de conflictos, reduciendo así su utilidad primordial al ámbito del 
litigio y el juzgado. El toque cientificista aparece cuando se propone enseñar prin-
cipios de sociología, economía e historia como parte de la currícula, lo que acercó 
al Derecho a la sociología comtiana. En este momento histórico, la dogmática 
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jurídica no constituía el foco central de la educación en Derecho; se trataba, en 
cambio, de una época con escasa especialización entre las diferentes ramas. 
Conforme avanzó la institucionalidad en el país, progresaron también la legislación 
y las especializaciones por áreas, las cuales comenzaron a segmentarse en cursos 
seriados.

La asignatura de Filosofía del Derecho se incorporó a los planes de estudio de 
manera tardía. Un antecedente relevante data de 1916, cuando apareció en el plan 
de estudios de la Universidad Nacional de México la cátedra de Introducción a la 
ciencia del derecho, que posteriormente se renombró como Introducción al 
estudio del derecho (Santiago Campos, 2007).

El título original es sintomático de la fuerte influencia del positivismo científico en 
la educación jurídica, al postular explícitamente al Derecho como una ciencia. Esta 
concepción sería consolidada por una segunda generación de juristas, entre 
quienes destaca Eduardo García Máynez.

Es necesario mencionar otra adaptación curricular relevante de 1919: la creación de 
la cátedra de Teoría general del Estado. La concepción de esta materia respondía a 
la teoría del Estado de corte liberal decimonónico. Dada la ausencia absoluta de 
una perspectiva crítica en ese momento, la visión liberal era la única que se 
impartía.

Es probable que sean estas dos asignaturas —junto con Introducción a la ciencia 
del derecho— las más relevantes para analizar la influencia del positivismo cientí-
fico en la enseñanza jurídica. 

La influencia de Eduardo García Máynez en la literatura jurídica contemporánea es 
aún considerable. Su célebre manual sobre la materia, Introducción al estudio del 
Derecho, se mantiene entre las obras de mayor circulación de la casa editorial que 
la publica. García Máynez asumió la dirección de la Facultad de Filosofía y Letras en 
1940, año en que también fundó el Centro de Estudios Filosóficos y publicó la 
primera edición de dicha obra. El pensamiento de García Máynez puede caracteri-
zarse como un positivismo de corte decimonónico, en tanto que, para él, la labor 
de la filosofía consistía en descubrir verdades metafísicas y axiológicas anteriores 
al conocimiento, sobre las cuales, sostenía, se funda el Derecho (Hurtado, 2001). 

García Máynez fue un filósofo prolífico, cuya obra se desarrolló con notable inde-
pendencia de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Autónoma de 
México. Su legado no se reduce al manual de Introducción al estudio del Derecho, 
del cual se estiman más de 60 ediciones, sino que es autor de una vasta obra de 
carácter filosófico-jurídico. A él se debe, además, la introducción en México de la 
primera versión de la Teoría pura del Derecho de Kelsen, que realizó de la edición 
inglesa General Theory of Law and State, y fue publicada por la Universidad 
Nacional Autónoma de México en 1949.

A primera vista, podría pensarse que la obra de Máynez está influida por el iusposi-
tivismo kelseniano del Círculo de Viena; sin embargo, existen diferenciaciones 
notables. Para Máynez, la validez filosófica del Derecho depende de una axiología 
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objetiva: la justicia. De hecho, para este autor, el Derecho solo podía ser la síntesis 
de tres componentes esenciales: el campo axiológico, el campo de la eficacia (obli-
gatoriedad) y el campo de la validez.

En ese sentido, la obra de Kelsen entraba en diálogo con la del jurista mexicano, 
quien, si bien profesaba una filosofía positivista, en su teoría del Derecho denota 
determinadas influencias iusnaturalistas.

En cambio, la comunicación directa con Kelsen sí ocurrió con otros juristas de la 
talla de García Máynez, como fue el caso del español Luis Recaséns Siches. Este 
último, de hecho, asistió a los seminarios de Kelsen en Viena, aunque posterior-
mente criticaría su formalismo. En el texto Balance de la teoría pura del Derecho 
de Kelsen (Recaséns Siches, 1974), Recaséns objetó que el estudio del Derecho rea-
lizado por Kelsen no ilumina las funciones positivas que este cumple en la 
sociedad:

El concepto formal o universal del Derecho proporcionado por Kelsen nos permite 
ciertamente diferenciar la regulación jurídica de otras normaciones, tales como la reli-
giosa, la moral, la de las reglas del trato social, la de los mandatos arbitrarios. Ese con-
cepto formal del Derecho suministrado por Kelsen nos ofrece una serie de 
características esenciales de lo jurídico que nos permiten distinguir el Derecho de 
todos los otros productos de la vida humana. Pero, en cambio, no nos ilumina sobre 
cuáles sean las funciones positivas que esencialmente trata de desempeñar el 
Derecho en la existencia colectiva de los hombres. Precisamente el sentido esencial 
de la coercitividad o impositividad inexorable del Derecho, se aclara a la luz de las fun-
ciones positivas esenciales a lo jurídico (Recaséns, 1974).

Estos ejemplos sugieren que la notable influencia del positivismo en México y el 
carácter eminentemente positivista de la educación jurídica se deben, fundamen-
talmente, a dos ausencias significativas.

En primer lugar, una ausencia curricular: la exclusión prolongada de la Filosofía del 
Derecho de los planes de estudio universitarios. Esta omisión originó una reduc-
ción del Derecho a la ley y la norma; en consecuencia, su estudio disciplinar se 
limitó a la aplicación técnica de estas a casos concretos. Dicha ausencia contribuyó, 
a su vez, a invisibilizar otras tradiciones, como la profunda corriente filosófica en 
defensa de los derechos humanos que autores como Jesús Antonio de la Torre, 
Alejandro Rosillo y Enrique Dussel han rastreado hasta sus raíces novohispanas y 
latinoamericanas.

En segundo lugar, un aspecto menos disciplinar pero más ideológico: la educación 
jurídica ha permanecido positivista debido a los resabios del liberalismo decimo-
nónico. Esta ideología subyace en cursos como Teoría del Estado, que frecuente-
mente se limita a teorizar el modelo de Estado liberal sin cuestionarlo. Al mismo 
tiempo, materias como Sociología Jurídica e Historia del Derecho, que serían fun-
damentales para desarrollar contenidos de crítica jurídica en sus dimensiones 
ontológica y epistemológica, a menudo siguen un patrón de enseñanza igual-
mente positivista.
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Iuspositivismo y neoliberalismo: decadencia. 
Es posible que el impacto más problemático de la educación positivista se haya 
alcanzado con el impulso del neoliberalismo económico y social, el cual utilizó 
como terreno fértil las ideas del progresismo científico y el propio positivismo. El 
neoliberalismo se postula a sí mismo como una cúspide del desarrollo económico 
y social, pretendidamente superior. Esta noción se amalgama con el positivismo 
jurídico, que al proclamarse científico, resulta funcional y atractivo para dicho 
discurso.

Adolfo Gilly, en su ensayo Planeta sin ley (2019), sostiene que el proyecto nacio-
nal-popular de la posguerra se sostuvo gracias a diversos pactos y procesos que 
resultaron funcionales en épocas de convulsión. El autor describe un período 
populista en el cual el Estado, el Derecho y los movimientos sociales y sindicales 
alinearon sus intereses, permitiéndoles converger en direcciones y objetivos arti-
culados en torno a un proyecto de desarrollo social. 

En el ámbito jurídico, esto generó una nueva regulación laboral que protegía a los 
trabajadores frente a los patrones, así como la ampliación de la categoría de ciuda-
danía para abarcar a las clases subalternas.

Estos pactos, sin embargo, fueron desmantelados por el proceso reaccionario ini-
ciado en América Latina a partir del golpe de Estado contra la Unidad Popular en 
Chile, en 1973. A partir de ese evento, se estableció por la fuerza de las armas un 
régimen burgués-militar-imperial que Gilly califica como una “época de violencia y 
despojo” (2019), la cual desarticuló los pactos sociales existentes.

El Derecho durante el período neoliberal adquiere una característica particular: la 
anulación de toda forma de pacto social previo, especialmente los establecidos en 
la segunda posguerra. Su instalación se produce mediante el adelgazamiento del 
Estado, la precarización de la vida social y laboral, y la sustitución de los derechos 
laborales por el crédito bancario, todo ello acompañado de una vasta labor propa-
gandística por parte de los promotores del modelo.

En la esfera jurídica, el neoliberalismo encontró un poderoso aliado del cual se 
sirvió para encauzar la dominación. Según Pierre Bourdieu (1997) en el neolibera-
lismo, al igual que en otros periodos económicos, la ideología de las clases domi-
nantes permea al resto de las clases sociales, formándolas y despojándolas de 
pensamiento propio al trasponer ideas de un contexto a otro. Este proceso se apoya 
en las instituciones del Estado, es decir, en las relaciones institucionales de fuerza. 
De esta manera, la relación entre las clases dominantes y las estructuras cotidianas 
cumple una función formativa y transmisora de determinados capitales, que son 
incorporados a la forma constitutiva de las clases.

El neoliberalismo utilizó estos mecanismos institucionales para imponer su hege-
monía ideológica. Dicha hegemonía no reside en la validez intrínseca de sus pos-
tulaciones, ni en el convencimiento genuino de las masas, sino en su capacidad 
para operar en el plano discursivo, presentándose como la única alternativa posible 
para la organización social.
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No obstante, en el ámbito de la educación jurídica, el neoliberalismo no requirió 
crear un modelo educativo ex novo orientado al mercado. Encontró un terreno 
fértil: la enseñanza del Derecho ya estaba reducida a un formalismo legalista. Dado 
que el neoliberalismo opera mediante la creación de nuevos marcos normativos 
que bajo el pretexto del progreso benefician al mercado, el modelo educativo exis-
tente, al estar centrado en la ley, comenzó a formar mecánicamente abogados 
funcionales a esa nueva legalidad —es decir, defensores de los intereses del 
mercado—. 

Aun así, en tiempos más recientes, la educación jurídica ha experimentado un 
cambio significativo. La ideología cientificista ha perdido su atractivo en el mercado 
educativo, siendo desplazada por programas enfocados en el desarrollo de compe-
tencias y en la tecnificación de la profesión. Este giro ha coincidido con una prolife-
ración excesiva de escuelas privadas de Derecho, las cuales ofrecen un producto 
estandarizado a una clientela interesada principalmente en la obtención de títulos 
universitarios. Simultáneamente, en muchas facultades de Derecho se han reti-
rado de los planes de estudio las materias que posibilitaban una formación crítica, 
tales como sociología, filosofía e historia. 

El tipo de Derecho que se enseña en esas facultades y escuelas —un modelo que, 
lamentablemente, permea también a las universidades públicas— corresponde a 
un Derecho neoliberal de carácter globalizador. Este enfoque articula las caracte-
rísticas liberales de la teoría jurídica tradicional con los nuevos objetivos del 
mercado, en un proceso que traslada las facultades soberanas del Estado a los 
agentes privados. 

Incluso la enseñanza de los derechos humanos adopta este marcado corte indivi-
dualista, observando las relaciones de mercado como una fuente de soberanía y 
de derechos.

Conclusiones
El iuspositivismo debe comprenderse como un modelo técnico antes que como 
una teoría científica. Su función es organizar lenguajes, procedimientos y jerar-
quías normativas para hacer funcionar el Derecho, pero no produce conocimiento 
explicativo ni crítico sobre sus condiciones materiales de posibilidad. Su adscrip-
ción a la concepción heredada y al empirismo lógico sedimenta una ideología de 
la pureza que confunde la formalización con la cientificidad. Tal ideología sirve 
como una gramática de neutralidad que legitima decisiones estatales y bloquea la 
interrogación sobre los fines, el poder y las clases.

Al reducir el Derecho a norma y coerción, el modelo invisibiliza sujetos, relaciones 
sociales y efectos distributivos; su objeto no es la práctica social sino la consistencia 
sistémica. De allí su insuficiencia científica frente a los criterios de verificabilidad y 
sistematicidad cuando se cruzan con la complejidad social. Históricamente, el ius-
positivismo operó como instrumento de construcción del Estado y, en clave lati-
noamericana, como dispositivo útil para contener demandas populares y disciplinar 
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conflictos, especialmente en los giros modernizador y neoliberal. Su hegemonía en 
planes y cátedras consolidó una formación profesional tecnificada, desplazando la 
filosofía del Derecho, la sociología crítica y la historia social, reforzando la figura del 
abogado como operador técnico del litigio.

Siguiendo la tradición que denuncia la autonomización de la técnica, mostrar que 
el Derecho fue reducido a procedimientos implica reconocer el déficit humanista 
de la enseñanza jurídica y su porosidad a agendas de acumulación por despojo. 
Negar el carácter científico del iuspositivismo no invalida la necesidad de técnicas; 
exige subordinarlas a una racionalidad práctica orientada por la justicia material y 
la democratización de las formas de vida dentro del Estado.

Si bien este análisis se ha centrado en la tradición kelseniana, dejando en segundo 
plano otras variantes del positivismo cuya comparación sistemática refinarían el 
diagnóstico, y reconociendo que urge ampliar la evidencia documental sobre su 
recepción curricular en México, la agenda de investigación futura es clara. Es nece-
sario reintroducir en la enseñanza la filosofía del Derecho crítica, la sociología, la 
historia social y la economía política del Derecho para revertir la tecnificación acrí-
tica. Asimismo, se debe evaluar empíricamente cómo la gramática iuspositivista 
media las políticas neoliberales y sus efectos en las clases subalternas, al combinar 
el análisis dogmático con cartografías sociojurídicas. Esto implica diseñar contra-
pesos hermenéuticos, como los bloques de convencionalidad y constitucionalidad 
con enfoque de igualdad material, que desactiven los automatismos técnicos con-
trarios a la justicia.

En síntesis, las técnicas jurídicas son indispensables, pero solo adquieren legitimi-
dad cuando se abren a la crítica de sus presupuestos y a la materialidad de la vida 
social que pretenden ordenar. Llamar ciencia al iuspositivismo encubre su rol de 
dispositivo de poder; reconocerlo como modelo técnico ideológicamente cargado 
es el primer paso para reorientar el Derecho hacia una racionalidad emancipadora: 
menos obediencia al procedimiento y más compromiso con la justicia social, los 
derechos como necesidades históricas y la democratización de la producción 
normativa.

Otro punto necesario por plantearse y que surge con el objetivo de esta investiga-
ción es también el de replantear la manera en que las universidades privadas han 
tomado el curso de la educación jurídica en México. Si tenemos una educación 
jurídica originada en el mercado y orientado hacia este, la emancipación y libera-
ción social quedarán constantemente en segundo plano. Esto no significa que se 
sacrifique la técnica del Derecho para enseñar ciencias sociales críticas en el 
ámbito universitario. De lo que se trata es de formar profesionistas capaces de 
reconocer en el entorno las desigualdades ocultas y las ideologías presentes en el 
Derecho para poder usar la técnica y la dogmática jurídicas para revertirlas. Como 
Jesús Antonio de la Torre ha planteado en sus deferentes trabajos, se trata de usar 
el Derecho existente, el positivo, el inamovible, en favor de los empobrecidos y las 
víctimas del sistema. 
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